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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1. Estado

Se presentan las novedades normativas publicadas en los BOEs desde 16 de enero de 2010 hasta 24 de abril de 2010.

Durante este período son escasas las disposiciones, tanto generales como otras, relevantes en la materia que nos afecta. 

De aplicación general puede citarse, como mucho, la Resolución de 5 de marzo de 2010, de la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, por la que se desarrolla la información a suministrar por las corporaciones locales relativa al esfuerzo fiscal y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda (BOE núm. 24, de 15 de marzo). 

También comentaré el contenido de la 
Ley Orgánica 1/2010, de 19 febrero, de modificación de las leyes orgánicas del Tribunal Constitucional y del Poder Judicial, publicada en el BOE de 20 de febrero de 2010, núm. 45. Esta Ley encarna lo que se ha dado en llamar el “blindaje” del Concierto Económico con el País Vasco. Explicaré qué tiene que ver con la hacienda local.

En el peculiar sistema de hacienda vasco tienen un papel esencial los llamados territorios históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que son, ni más ni menos, que corporaciones locales. Son las Juntas Generales de cada territorio las que tienen la competencia para establecer y regular los distintos tributos que nutren la hacienda foral, regulación que realizan mediante la aprobación de normas forales, que tienen naturaleza reglamentaria.

Esas normas forales reguladoras de los distintos impuestos resultaban, por lo tanto, recurribles ante los tribunales de la jurisdicción contencioso-administrativa. Lo que contrasta, por ejemplo, con las disposiciones navarras, que, por tener rango de ley, sólo eran atacables ante el Tribunal Constitucional.

Pues bien, la Ley Orgánica que se comenta, amén de otras cuestiones menos originales, refuerza estos textos fiscales locales, restringiendo el monopolio de declaración de “ilegalidad” al Tribunal Constitucional. Contraste que deberá efectuarse con un bloque 

constituido básicamente por la Constitución Española, el Estatuto de Guernica y ciertas leyes armonizadoras aprobadas por el parlamento vasco.

2. Comunidades Autónomas 

En cuanto a las Comunidades Autónomas, no hay nada relevante.  Con la metodología seguida, he cotejado la información correspondiente a las disposiciones legales y reglamentarias aprobadas por la Comunidad Autónoma de Aragón y  publicadas en el BOA hasta el día 24 de abril de 2010, así como las de rango legal aprobadas por otras Comunidades Autónomas y publicadas en el BOE hasta esa misma fecha. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

La reseña jurisprudencial repasa de manera exhaustiva sentencias del Tribunal Supremo y del Tribunal Superior de Justicia de Aragón. Dado que del período examinado (septiembre a noviembre de 2009), las bases de datos utilizadas (westlaw y cendoj) no contienen apenas referencias de interés procedentes de nuestro TSJ, se ha extendido la búsqueda a otros tribunales superiores de justicia, aunque sin pretensión de complitud dado el volumen inabordable de las resoluciones dictadas.

En cuanto al Tribunal Constitucional, no se ha encontrado nada que merezca la pena reseñar, habiendo examinado hasta la sentencia 6/2010 y el auto 39/2010.

1. Tribunal Supremo 

Respecto del Alto Tribunal se ofrecen comentarios sobre un conjunto de sentencias correspondientes, primero, con tasas por servicios o actividades; segundo, con tasas por utilización del dominio público; y, tercero, con el impuesto sobre actividades económicas.

Tasas por prestación de servicios o realización de actividades

Aunque la primera sentencia que se comenta trata de las tasas municipales de alcantarillado, su relevancia va mucho más allá. Que yo conozca, el Tribunal Supremo da por primera vez una interpretación rotunda, en el sentido que se va a explicar, y que afecta al mismo concepto de tasa por servicios. Es la sentencia de 12 de noviembre de 2009 (NR 9304/2003). El caso arranca de la decisión de un Ayuntamiento de otorgar a las contraprestaciones del servicio de alcantarillado, hasta entonces ingresos de derecho 

público, la naturaleza de tarifas o precios privados, a título de ingresos propios de la sociedad que presta dichos servicios, una Empresa Mixta, atribuyendo la modificación de su cuantía al Alcalde o al correspondiente Concejal Delegado. Desde entonces dichas tarifas han venido siendo actualizadas anualmente por Resoluciones del Concejal Delegado del ramo. Nótese que los acuerdos impugnados databan de finales de los noventa. Pues bien, al entender del Tribunal Supremo, aunque el servicio o actividad se realice por medio de empresa pública, mixta o concesionaria, tras la reordenación del régimen de las tasas llevada a cabo en 1998, la contraprestación debe ordenarse como tasa. El Alto Tribunal ubica este servicio entre aquellos en los que ni existe concurrencia en la prestación del servicio ni libre elección en la recepción del servicio. En todo este juego surge la reforma del concepto de tasa en la LGT de 2003, con el añadido de que “se entiende que los servicios se prestan o las actividades se realizan en régimen de Derecho Público cuando se lleven a cabo mediante cualquiera de las formas previstas en la legislación administrativa para la gestión del servicio público y su titularidad corresponda a un Ente Público". En puridad, con lo ya dicho anteriormente bastaría y la lectura de este precepto, vigente desde 1 de julio de 2004, no sería más que confirmatorio. Lo que ocurre es que el Tribunal Supremo se esfuerza en marcar su relevancia, citando la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en materia de tasas portuarias y afirma que “Esa naturaleza (de tasa) no queda alterada por el mero hecho de que el servicio o actividad de que trate no se preste o realice directamente por la Entidad Local sino que se preste o realice por cualquiera de las formas previstas en la legislación administrativa para la gestión del servicio público.” 

Sobre estas sentencias del Tribunal Constitucional, el Tribunal Supremo dirá algo realmente novedoso: que este precepto de la LGT tiene relevancia constitucional.

Así, hace ver que vamos a asistir, en los próximos años, a una "recalificación" de buena parte de las prestaciones que exigen las Entidades públicas empresariales, las sociedades municipales y los concesionarios a los ciudadanos. 

En este sentido, debemos recordar, de nuevo, lo dispuesto en el art. 2.2.a) de la LGT. Así, no es solo que el Tribunal Supremo le haya otorgado relevancia constitucional --lo que es muy importante--, sino que la misma Administración lo está empleando para considerar 

como tasas prestaciones que hasta el momento tenían la consideración de tarifas, exigidas en régimen de Derecho privado por concesionarios o por sociedades mercantiles públicas. “Sea cual fuere el modo de gestión del servicio, incluso a través de concesión, -enfatiza el Tribunal Supremo- la contraprestación exigida no puede tener otra naturaleza que la de tasa”. Considera el Alto Tribunal que se realiza de este modo una interpretación armónica e integradora de la legislación tributaria general y de la local, al acudir a la LGT de 2003 para complementar las disposiciones del TRLHL. Con ello, rechaza un argumento a veces empleado: que este artículo de la LGT no era de aplicación a las haciendas locales, por no haberse incorporado expresamente al TRLHL. 

La consecuencia de la argumentación expuesta no es irrelevante –concluye el Tribunal Supremo-. En efecto, las tasas a recaudar, en cuanto ingreso de Derecho público de la Hacienda municipal, han de ingresarse por su importe total en las arcas municipales y ello con independencia de que se hayan utilizado sistemas de gestión directa o indirecta. En este último supuesto, la remuneración que se establezca a terceros, cuestión conceptualmente ajena a la relación tributaria que se produce entre el Ente público acreedor y usuario del servicio municipal, habrá de hacerse con cargo a los presupuestos municipales. Tendría, pues, que alterarse en muchos casos, la gestión de las tasas, ingresándose en el presupuesto público municipal, aunque se declarara su afectación al mantenimiento del servicio, con pago final de su importe a la empresa concesionaria.

Como dice el Tribunal, la repercusión es de extraordinaria importancia, sobre todo, para las Entidades locales, donde determinados servicios están en manos privadas, percibiendo los ingresos de los ciudadanos. La consecuencia inmediata es que será el Pleno de la Corporación Municipal, sin posibilidad de delegación, el competente para establecer o modificar, mediante Ordenanzas Fiscales, las tasas que los sujetos pasivos deban satisfacer como consecuencia de estos servicios o actividades.

La sentencia del TS de 5 de noviembre de 2009 (Recurso de casación en interés de la Ley núm. 14/2008) trata de las tasas por inserción de anuncios recaudatorios en los diarios oficiales provinciales, exigidas a la Seguridad Social. Esta planteaba la exención, a la vista 

de lo previsto en el texto legal, que la declara para los anuncios oficiales, cualquiera que sea el solicitante de la inserción, cuando la misma resulte obligatoria, de acuerdo con una norma legal o reglamentaria y exceptuándose solo los que pudieran reportar, directa o indirectamente, un beneficio económico al remitente o solicitante, o tuvieran un contenido económico. Añade la Ley que no se considerará, a estos efectos, que reportan un beneficio económico o que tengan contenido económico las citaciones para ser notificados por comparecencia en los procedimientos de recaudación de los diferentes tributos o exacciones parafiscales, en los casos en que intentada la notificación al interesado o representante por parte de la Administración tributaria o entidades y corporaciones de derecho público a las que corresponde su recaudación, ésta no haya sido posible. Pues bien, el Tribunal Supremo no corrige el criterio del tribunal de instancia que considera de contenido económico los actos sobre el que se plantea el conflicto. En el mismo sentido, la Sentencia del TS de 17 de febrero de 2010 (Recurso de casación en interés de la Ley núm. 28/2008).

A continuación comentamos varias sentencias relativas a las tasas por prestación de servicios urbanísticos.

Comienzo por la Sentencia del TS de 21 de diciembre de 2009 (Recurso de Casación núm. 2319/2007). La sentencia considera que no puede exigirse la tasa por el otorgamiento de licencia urbanística, en cuanto a las licencias por extracción de áridos. Dice que otra cosa supondría la desvirtuación de la naturaleza urbanística de la licencia, al considerar que la misma no es de operación sino de funcionamiento y crear una relación jurídica estable y duradera al exigir la tasa cada año, además de la inexistencia del contenido de la actividad urbanística de control generadora de la tasa. El TSJ había desestimado el recurso deducido por la Asociación Nacional de Empresarios Fabricantes de Áridos contra una Ordenanza fiscal. El TS estima el recurso de casación interpuesto por la Asociación.

La sentencia del TS de 5 de febrero de 2010 (Recurso de Casación núm. 4267/2007) declara no haber lugar al recurso de apelación interpuesto por Federación de Empresas de Construcción de Zaragoza contra una sentencia del TSJ de Aragón, desestimatoria del recurso deducido por dicha Federación contra la Ordenanza Fiscal del Ayuntamiento de Zaragoza, reguladora de las Tasas por prestación de servicios urbanísticos para el año 2005. 

La sentencia es relevante, pues trata de cuestiones tan controvertidas como la posibilidad de exigir la tasa en casos de denegación de licencia y otros similares en los que en apariencia el TSJ había adoptado postura favorable al Ayuntamiento de manera un tanto aislada. Dice el Alto Tribunal que la tasa no sólo se puede exigir en caso de otorgamiento de licencia: “el hecho imponible viene determinado por la realización, por los servicios municipales correspondientes, de la actividad municipal de estudio precisa para la determinación de la adecuación o inadecuación a la legalidad urbanística del proyecto presentado, con independencia del resultado de tal estudio y, consiguientemente, con independencia de que el solicitante obtenga finalmente la licencia pretendida o no la obtenga porque no se ajuste, en este último caso, a la legalidad urbanística”. Dicho de otra manera, desde un punto de vista tributario, lo mismo da que el servicio o actividad prestado por la Administración municipal termine en un acto de concesión de la licencia, como en un acto declarativo de que el proyecto no es conforme con los Planes, Normas u Ordenanzas aplicables. Por lo tanto, una tasa como la de Zaragoza, que deja la tasa en un 50% de la cuota prevista, “es mucho más generosa para el solicitante de la tasa de lo que lo es la doctrina”.

El Tribunal Supremo advierte expresamente de que esto supone modificar las tesis expuestas en sentencias anteriores.

Lo mismo sucedería en los casos en los que la licencia fuera otorgada por silencia positivo; o en los de desistimiento del interesado antes de que la resolución se dicte.

En suma, que la actividad administrativa se refiera, afecte o beneficie al sujeto pasivo –como dice la Ley- no significa que deba ser necesariamente, y en todo caso, favorable a sus pretensiones, sino sólo que ha sido provocada por él, como interesado. Lo relevante es que exista una actuación administrativa concreta e individualizada. Una cosa es pues que el servicio o actividad deban necesariamente afectar o referirse a un individuo o entidad concretos e identificables y otra, muy distinta, que deban producirles necesariamente un beneficio particular, en el sentido de ser favorables a sus intereses, ya que existen múltiples supuestos en que la actividad administrativa provocada por el sujeto pasivo atiende también 

a la satisfacción de intereses generales (inspecciones, regulación de tráfico, etc.) y, sin embargo, al resultar identificable la persona que provoca dicha actividad, que se le refiere o afecta, queda sujeta al pago de la correspondiente tasa local.

Finalmente, la sentencia del TS de 28 de enero de 2010 (Recurso de Casación núm. 2056/2007), declara ajustada a derecho una tasa unitaria para la prestación de servicios y actividades vinculadas a la adquisición y uso de las licencia de taxi, que se devenga con ocasión de la adquisición. La exacción de la tasa deriva de la prestación de una serie de servicios a todo el colectivo de titulares de licencias de autotaxi, que se extienden más allá de la exclusiva tramitación de la licencia, habiéndose planteado en el recurso si la tasa establecida para ese conjunto residual de servicios, no debía ser exaccionada a todos los que los utilizan en cada ejercicio, según la pertinente distribución.

Tasas por utilización del dominio público

En cuanto a las tasas por utilización del dominio público, el año 2009 ha sido definitivo para la fijación de doctrina en cuanto al controvertido asunto de las tasas por instalación por entidades bancarias de cajeros automáticos con acceso directo desde la vía pública. Como ya hiciera la sentencia de 12 de febrero de 2009, dos nuevas sentencias de 22 de octubre de 2009 (Recurso de Casación núm. 5294/2006 y Recurso de casación en interés de la Ley núm. 32/2008) han puesto de manifiesto que existe aprovechamiento especial de la vía pública y que la beneficiaria es la entidad financiera).

De otra parte, la sentencia de 3 de diciembre de 2009 (Recurso de Casación núm. 1403/2007), ha confirmado la legalidad de unas tasas exigidas por un Ayuntamiento por la ocupación de terrenos de uso público con mesas y sillas para la realización de la actividad del servicio de hostelería y que afectaban específicamente al período de fiestas patronales. Se desmontan los argumentos de la recurrente en relación, entre otros asuntos, con la cuantificación de la tasa

Impuesto sobre Actividades Económicas

Durante el período analizado, en cuanto a los impuestos, las sentencias del Tribunal Supremo se han contraído al IBI y al IAE. He considerado mucho más interesantes las relativas al IAE, dado que las referidas al impuesto predial se conectaban sobre todo con aspectos de la gestión catastral.

La primera sentencia que se comenta es de fecha 28 de octubre de 2009 (Recurso de Casación núm. 755/2008). Se resuelve una reclamación formulada por entidad local al Estado legislador por la pérdida de ingresos derivada de la reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas por la Ley 51/2002. El Tribunal analiza el carácter antijurídico de la reforma (posible inconstitucionalidad) y descarta la cuestión de inconstitucionalidad que se sugería por vulneración del principio de suficiencia financiera. Dice que su hipotética conculcación no depende sólo del régimen jurídico establecido para un concreto tributo y sí, más bien, del que regula en su conjunto la Hacienda Local. Reprocha a la parte que se fije, exclusivamente, en la disminución de ingresos derivada de la reforma del IAE, sin traer a colación un análisis global de la Ley de 2002 y que no alcance a demostrar que las compensaciones ofrecidas no cubran en su totalidad la diferencia de ingresos. No existiendo tal antijuridicidad, no corresponde admitir semejante responsabilidad.

Varias sentencias resuelven en sentido desestimatorio para los contribuyentes recursos que emplean aquél precepto que limita la cuota del impuesto en el 15 por 100 del beneficio medio presunto de la actividad. En realidad se trata de una regla difícil de articular en un contencioso, como se deduce de las sentencias del TS de 5 de noviembre de 2009 (Recurso de Casación núm. 762/2004) y 21 de enero de 2010 (Recurso de Casación núm. 2232/2004).
Entrando en otros aspectos del tributo, la sentencia del TS de 23 de diciembre de 2009 (Recurso de Casación núm. 1387/2004) trata de los efectos sobre el período impositivo de la sucesión de la empresa, por proceso de fusión o equivalente. Se pretendía en contra de la opinión del Ayuntamiento que la segunda sociedad formalmente titular de la misma actividad dejase de tener que abonar el pago del tributo correspondiente, ya efectuado por 

la sociedad absorbida, en el entendimiento de que no cabe que un tributo se exija dos veces por el mismo hecho imponible. El TS da la razón al Ayuntamiento sobre la base de la irreductibilidad de la cuota. Choca que el recurso de casación lo formulase la Administración General del Estado (el TEAC fue la única instancia que había resuelto en sentido contrario al pretendido por el Ayuntamiento titular del tributo).

Finalmente, la sentencia del TS de 27 de enero de 2010 (Recurso de Casación núm. 3411/2004) trata de la exigencia de motivación que se le puede reclamar al Pleno de la Corporación a la hora de adoptar determinadas decisiones fiscales. En concreto, se ocupa del índice de situación, sobre la base de las categorías de las vías públicas. El Alto Tribunal está de acuerdo con el tribunal de instancia en que las facultades de modificar las cuotas básicas por parte de los Ayuntamientos no suponen falta de sujeción a criterio alguno dentro de los márgenes permitidos por los preceptos habilitantes y, mucho menos, que el criterio que definitivamente se adopte -esto es, la cuantificación concreta de tales índices o coeficientes- quede excluido de la obligada fiscalización jurisdiccional si es impugnado. En suma, que los coeficientes e índices han de obedecer a criterios razonados y razonables ajustadas a los principios de capacidad económica y proporcionalidad. En este punto, la motivación en la Ordenanza fiscal correspondiente ha de ser lo suficientemente expresiva como para permitir deducir, con claridad, cuáles hayan sido esos criterios. En el caso de autos, la modificación de los índices de situación recurrida afectó sólo a las calles del polígono industrial, justificándose el acuerdo en su situación privilegiada en el término municipal. Pues bien, señala la sentencia que aquello no era por sí mismo causa bastante para la modificación producida.

2. Audiencia Nacional

En los últimos años han proliferado los recursos en torno a los bienes inmuebles de características especiales o BICES, algunos de los cuáles son de titularidad pública o forman parte de concesiones administrativas. Las sentencias de la Audiencia Nacional de 18 y 25 de noviembre de 2009 (NR 447/2008 y 370/2008) desestiman los recursos presentado en relación con las ponencia de valores de los puertos de Tarragona y de Bahía 

de Algeciras. Los argumentos empleados por la sentencia son reiterativos de los utilizados en particular por el Tribunal Supremo en sentencias anteriores, y que vienen a respaldar el régimen legal y reglamentario de estos inmuebles. Esta sentencia no es más que una más entre muchas de las que se dictan y se comentan a título ejemplificativo, pues son muy abundantes las que se refieren a presas y embalses, centrales de producción eléctrica, autopistas, etc. 

3.  Tribunales Superiores de Justicia

B) Cataluña

El TRLHL fija como alternativa para la cuantificación de las tasas por utilización del dominio público, que en principio vendría dada por el beneficio reportado al usuario del dominio público, el empleo de un porcentaje de los ingresos territorializados de la empresa. Pero eso sólo es posible cumpliendo los presupuestos legales. La aplicabilidad de fórmulas de este tipo a los operadores de telefonía móvil es una cuestión controvertida, atendiendo sobre todo a la exclusión del sistema que formaliza la ley. Hace ya algún tiempo que el Tribunal Supremo ha admitido que, en pura teoría, los operadores de telefonía móvil, quedasen sometidos a tasas por utilización del dominio público, aunque advertía que no les podía ser de aplicación el sistema especial de cuantificación al 1,5% de los ingresos, previsto para otras empresas suministradoras. 

Los problemas sobre la legalidad de los modos de cuantificación están siendo resueltos por los TSJ. 

El TSJ de Cataluña (cfr. sentencia de 19 de noviembre de 2009, NR 301/2008) sigue dictando resoluciones favorables a los Ayuntamientos, admitiendo de hecho estos esquemas de cuantificación. En cambio, en las áreas de los TSJ de Extremadura (cfr. cuatro sentencias de 26 de noviembre de 2009, NR 283/2008, 519/2008, 371/2008 y 1623/2008) y Madrid  (cfr. sentencias de 5 y 10 de noviembre de 2009, NR 964/2008 y 665/2008, respectivamente) las empresas de telefonía ven estimados todos sus recursos.

C) Galicia

La sentencia del TSJ de Galicia de 3 de diciembre de 2009 (NR 15056/2009) estima el recurso deducido por la autoridad portuaria frente a la tasa de alcantarillado del Ayuntamiento de Pontevedra. Tiene razón la recurrente en el sentido de que los beneficiados por la actividad son los concesionarios de las instalaciones portuarias, a los que debe dirigirse el tributo.

G) La Rioja

La sentencia del TSJ de La Rioja de 5 octubre de 2009 (Recurso contencioso-administrativo núm. 374/2008) considera improcedente la extensión de las exenciones relativas a carreteras y demás vías terrestres a una vía cuya propiedad pertenece a una sociedad y cuya utilidad es permitir el acceso a las viviendas de una de sus promociones, pues el requisito necesario (afección a un servicio o aprovechamiento de carácter público) no se da. 

La sentencia de este mismo TSJ de 11 de noviembre de 2009 (Rec. núm 144/2009) rechaza la pretensión de un sujeto pasivo del Impuesto sobre Construcciones que pretendía enervar la corrección que se le había efectuado sobre la base imponible declarada mediante una tasación pericial contradictoria. El TSJ señala con buen tino que si no se ha realizado ninguna comprobación de valores, no procede la solicitud de la práctica de una tasación pericial contradictoria. Y ello es cierto a la vista de los elementos de cuantificación y de las formas de gestión de este impuesto.

H) Murcia

Del TSJ de Murcia destacamos dos sentencias de fecha de 26 octubre de 2009 relativas al Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos.

La primera resuelve el Recurso de Apelación núm. 206/2009. Según este tribunal, está sujeto al impuesto el incremento del valor manifestado en relación con unos terrenos que, aun no teniendo la condición de solar ni ostentando la clasificación formal de urbanos o 

urbanizables programados, gozan de una vocación o expectativa inmediata de serlo. Se trata de fincas que aparecen como suelo urbanizable sectorizado en la revisión del Plan General que ya había sido aprobado definitivamente por el Ayuntamiento, aun cuando no se había producido el control autonómico con la aprobación y publicación del plan.
La segunda resuelve el Recurso de Apelación núm. 195/2009. En relación con la transmisión de una parcela originada por la reparcelación llevada a cabo en ejecución del Plan Parcial, teniendo la finca matriz una valoración catastral, pero no la parcela en el momento de su transmisión, dice el TSJ que la Administración sólo puede girar la liquidación cuando el valor catastral de la parcela esté determinado.

N) Extremadura

Vid. reseña en TSJ de Cataluña.

Ñ) Islas Baleares 

La siguiente sentencia que se comenta trata de la elevación que sufre en la tasa por recogida de basuras un contribuyente (unas salas de cine) que ve aumentada la cuota de un año a otro en más de un 4.000%. Es la sentencia del TSJ de Baleares de 30 de noviembre de 2009 (NR 445/2004). Se desestima el recurso, una vez acreditado que el servicio es deficitario. A partir de ahí la sala advierte que es admisible un grado de progresividad conforme a la capacidad económica del sujeto pasivo, aunque ello suponga desproporcionar para su particular supuesto el equilibrio entre servicio recibido e importe de la tasa, siempre que no sea del todo irrazonable o arbitrario. Pues bien, a la vista de los estudios económico-financieros, la cuota actual no parece ni irrazonable ni arbitraria: ni irrazonable, en función de los residuos generados por el sector, ni arbitraria, en función de las cuotas exigidas a otros sectores. 

O) Madrid

Los importantes cambios que se previeron para la fiscalidad sobre los residuos en el Ayuntamiento de Madrid generaron una importante conflictividad judicial, dado que diversas entidades plantearon recursos directos contra las nuevas Ordenanzas. Dos 

sentencias del TSJ de Madrid de 3 de diciembre de 2009 son desestimatorias (NR 165 y 274/2009). La primera de ellas tiene su origen en el recurso directo deducido por una organización empresarial del sector de los aparcamientos y cuestiona los modos de cálculo de la cuota. Reprocha, sobre todo, la decisiva incidencia que tiene el valor catastral de cada inmueble para la determinación de la cuota tributaria, único factor para calcular la cuota de las viviendas y el más relevante respecto de los inmuebles con otro uso. Lo que, a su entender, obedece más al principio de capacidad económica que al de equivalencia y la convierte en un recargo del IBI. La sala rechaza esa argumentación, ciñendo el principio de equivalencia a su realidad legal y jurisprudencial, esto es, en términos globales y no individuales. Hace ver que este tipo de formas de cuantificación se utilizan con frecuencia en las tasas y han sido admitidas por el Tribunal Supremo (no deja de estar unida a la extensión, la extensión a la ocupación y ello a la producción de residuos) y, además, que hay una serie de factores correctores que limitan la progresividad (por ejemplo, una cuota máxima por vivienda). El TSJ termina desestimando ciertas impugnaciones concretas fundamentadas en el principio de igualdad, en aras a la practicabilidad de la tasa.

La segunda de las sentencias de la sala de Madrid se centra en el análisis de la corrección de la memoria económico-financiera, desestimando la reclamación una vez justificados los capítulos relativos a costes directos, indirectos e ingresos, respecto de los que la actora había realizado impugnaciones concretas. 

Siguiendo con el bloque de tasas por servicios o actividades, una sentencia del TSJ de Madrid de 6 octubre de 2009 (Recurso contencioso-administrativo núm. 21/2008), trata de la sujeción o no a la tasa por retirada de vehículos de la vía pública. La rechaza en un supuesto de retirada y depósito de vehículos a requerimiento de autoridades judiciales o administrativas pertenecientes a otras administraciones públicas en virtud de la correspondiente resolución dictada al efecto (inmovilización y depósito de vehículos en el marco de un procedimiento penal y depósito judicial o secuestro al amparo del art. 628 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). Dice la Sala que se trata de un servicio prestado en cumplimiento de un mandato legal o de los intereses generales de la justicia sin beneficio 

alguno individualizado a personas concretas, por lo que la exacción de la tasa es improcedente.

En cuanto a tasas por utilización del dominio público, vid. también reseña en el apartado del TSJ de Cataluña.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Madrid estima el recurso de apelación interpuesto contra Sentencia del Juzgado, desestimatoria del recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Organismo Autónomo Biblioteca Nacional contra Decreto del Ayuntamiento de Alcalá de Henares que denegaba la exención en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Al entender del TSJ el Centro de Acceso al Documento de la Biblioteca Nacional debe tenerse por un bien directamente afecto a los servicios educativos. Fue la sentencia de 24 de noviembre de 2009 (Recurso de Apelación núm. 130/2009).
Finalmente, la sentencia de la sala de Madrid de 10 de diciembre de 2009 (Recurso contencioso-administrativo núm. 13/2009), aborda la fijación de la base imponible en el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos en un supuesto de transmisión de terreno por expropiación forzosa que en el momento de la expropiación no tenía fijado valor catastral. Dice el TSJ que en aplicación del precepto legal específico es preciso que el bien tenga fijado el valor catastral antes de que se produzca la liquidación del Impuesto, aplicándose como valor del bien el del justiprecio únicamente si es inferior al catastral. Por ello declara improcedente una liquidación girada con base en el justiprecio.
Q) Castilla y León

Se comenta en primer lugar la sentencia de la sala de Valladolid de 23 de octubre de 2009 (Recurso contencioso-administrativo núm. 624/2008). El caso se refiere a la tasa por suministro de agua potable, aunque el nudo se cierra alrededor de las exigencias de calidad de los estudios económico-financieros cuando se procede a realizar una modificación que va más allá de una mera actualización. El TSJ anulará la Ordenanza por los defectos de la memoria. Resultaba que se había incorporado un nuevo hecho imponible (agua de obra), faltando la justificación de cómo ha de repercutirse el coste global sobre los hechos preexistentes. Aparte de ello, se detectan numerosos errores y confusiones, mezclando incluso costes con los correspondientes a otros servicios como el de alcantarillado.

Aunque los considerandos de la sentencia del TSJ de Castilla y León, Burgos, de 23 de diciembre de 2009 (NR 150/2009) se ceban en aspectos procesales que no son de nuestro interés, también se debate la posible exención en el IBI de un centro de la Comunidad Autónoma de Castilla y León dedicado a residencia de estudiantes. El TSJ, como el Juzgado de Ávila, coinciden en que no procede la exención, por no tratarse de un bien directamente afecto a los servicios educativos, concluyendo que aunque la Residencia pueda tener fines educativos, ello no implica que esté directamente afecta a servicios educativos, que es lo exigido por el TRLHL. Rechaza pues la extensión de la exención a todos aquellos inmuebles que pudieran entenderse afectos a la educación genéricamente considerada. Señala el TSJ que la finalidad de tales residencias es la de proporcionar alojamiento a los alumnos, no la de impartir enseñanza, y ello con independencia que se organice la vida residencial bajo la directa dependencia del Director del Centro del enseñanza al que se vincula, y que existan Profesores de apoyo para los alumnos residentes y Educadores, pues tales circunstancias, en sí mismas consideradas, no son suficientes para transformar esos centros en docentes o educativos. Recuerda que entre el personal solo hay uno o dos maestros, y el resto no lo son, limitándose los profesores a dar clases de apoyo, y enseñar técnicas de estudio, no contando el inmueble con aulas donde se impartan clases lectivas de alguna de las enseñanzas regladas que ofrece el sistema educativo, sino con pequeñas aulas de estudio, componiéndose el edificio fundamentalmente de habitaciones que proporcionan alojamiento a los residentes.

Siguiendo con el IBI, numerosas sentencias del TSJ de Castilla y León, Burgos, resuelven impugnaciones planteadas por empresas hidroeléctricas en relación con la tributación en el IBI del embalse y la presa (como BICES). La sala rechaza la falta de ajuste a derecho de la normativa reguladora de estos bienes. Cfr. entre otras sentencias de 9, 13 o 19 de noviembre de 2009 (Recursos contencioso-administrativos núm. 865, 862 y 864/2008).
III) OTROS DOCUMENTOS

En este apartado se van a comentar iniciativas parlamentarias y otros documentos.

En lo que concierne a las iniciativas parlamentarias, se han presentado tanto proyectos como proposiciones de ley que interesan a la hacienda local.

En el BOCD de 9 de abril de 2010, Serie A núm. 60-1, se publica el Proyecto de ley de Economía Sostenible. 

La ley proyectada contiene un instrumento específico de aseguramiento de la información y transparencia en materia de disciplina presupuestaria de las Entidades locales, como elemento fundamental para la coordinación de las Haciendas Públicas en el pleno respeto a su autonomía, pues se habilita al Ministerio de Economía y Hacienda a que, bajo determinadas condiciones, retenga el importe de las entregas mensuales a cuenta de la participación en los tributos del Estado que le corresponda, cuando las Entidades locales incumplan la obligación. El texto es el siguiente:

Artículo 34. Incumplimiento por las Entidades locales de la obligación de remitir la información relativa a la liquidación de sus presupuestos a la Administración General del Estado.

1. En el supuesto de que las Entidades locales incumplan la obligación de remitir al Ministerio de Economía y Hacienda toda la información relativa a la liquidación de sus respectivos presupuestos de cada ejercicio, de acuerdo con lo establecido en el artículo 193.5 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades locales procederá a retener a partir del mes de septiembre del ejercicio siguiente al que corresponda aquella liquidación, y hasta que se produzca la citada remisión, el importe de las entregas mensuales a cuenta de la participación en los tributos del Estado que les corresponda. A estos efectos, será objeto de retención la cuantía resultante, una vez practicados, en su caso, los reintegros y las devoluciones de los anticipos regulados en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, así como las retenciones a las que se refiere la disposición adicional cuarta del mencionado texto refundido.

2. En el supuesto de que las Entidades locales justifiquen razonadamente la imposibilidad material de dar cumplimiento a la obligación mencionada en el apartado anterior, la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades locales suspenderá por el tiempo que determine, de acuerdo con aquellas alegaciones, la retención de fondos a la que se refiere dicho apartado, previa solicitud del Pleno de la Entidad local afectada.

3. Cuando se remita la mencionada información a la Dirección General de Coordinación Financiera con las Comunidades Autónomas y con las Entidades locales, ésta reanudará el pago de las entregas a cuenta, a partir de la que corresponda al mes siguiente al de su recepción, así como el de las cantidades retenidas con anterioridad. La remisión se podrá realizar utilizando el procedimiento de transmisión electrónica, de acuerdo con la norma de la Ley de Presupuestos Generales del Estado que regule la información a suministrar por las Corporaciones locales.

4. Hasta la realización del pago citado en el apartado anterior, las cantidades retenidas podrán permanecer ingresadas en las cuentas de acreedores no presupuestarios habilitadas en la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, citadas en las normas de gestión presupuestaria de determinados créditos a favor de las Entidades locales, contenidas en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Como quizá se haya informado en otra sección, el proyecto de ley modifica la Ley 7/1985, de 2 de abril, Ley de Bases de Régimen Local, para restringir la posibilidad de exigir licencias a aquellas actividades en las que concurran razones imperiosas de interés general, vinculadas con la protección de la salud o seguridad públicas, el medioambiente o el patrimonio histórico-artístico. Pues bien, se habilita a las Haciendas Locales,  a cobrar tasas por las actividades de verificación para aquellas actividades no sujetas a autorización o control previo. Se trata del artículo 43 del texto del proyecto:

Artículo 43. Reforma del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Se modifica la letra i) del artículo 20.4 con el siguiente contenido:

«i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos, así como por la realización de la actividad de verificación del cumplimiento de los requisitos establecidos en la legislación sectorial cuando se trate de actividades no sujetas a autorización o control previo.»

En el BOCD de 19 de febrero de 2010, Serie B núm. 225-1, se publica una Proposición de Ley de modificación del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales. La iniciativa corre por cuenta de los diputados del grupo mixto pertenecientes al Bloque Nacionalista Galego. La proposición se realiza en orden a mejorar la situación financiera de las entidades locales, con una nueva redacción para el artículo 124 (Distribución del importe total de la participación entre municipios). Según se observa la participación total se distribuiría entre los municipios con arreglo a los siguientes criterios:

“a) El 60 por ciento en función del número de habitantes de derecho de cada municipio, según las cifras de población aprobadas por el Gobierno, que figuren en el último Padrón municipal vigente, ponderadas por los siguientes coeficientes multiplicadores: 

	Estrato
	Número de habitantes
	Coeficientes

	1
	De más de 50.000
	1,40 

	2
	 De 20.001 a 50.000
	1,30 

	3
	 De 5.001 a 20.000
	1,17 

	4
	 Hasta 5.000
	1,00


b) El 15 por ciento en función de la población mayor de sesenta y cinco años. La asignación, de acuerdo con esta variable, se lleva a cabo en función de la población mayor de sesenta y cinco años del último Padrón municipal vigente.

c) El 10 por ciento en función del esfuerzo fiscal medio de cada municipio obtenido en el segundo ejercicio anterior al de la Ley de Presupuestos Generales del Estado correspondiente, ponderado por el número de habitantes de derecho.

A estos efectos, se entenderá por esfuerzo fiscal medio de cada municipio el que para cada ejercicio determinen las Leyes de Presupuestos Generales del Estado en función de la aplicación que por los municipios se haga de los tributos contenidos en esta Ley.

d) El 10 por ciento en función del inverso de la capacidad tributaria en los términos que establezcan las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

e) El 3 por ciento en función de la dispersión. La asignación por esta variable se efectúa en proporción al número de entidades singulares, núcleos de población, de cada municipio, según los datos facilitados por el INE obtenidos del último Padrón Municipal vigente.

f) El 2 por ciento en función de la superficie. El reparto de acuerdo con esta variable se lleva a cabo en función de la superficie territorial de cada Ayuntamiento, en km2, publicada por el INE.”

Fuera del ámbito parlamentario, comentaré alguna documentación novedosa que puede localizarse en el apartado “Oficina Virtual para la coordinación financiera con las Entidades Locales”, ubicado en el sitio web del Ministerio de Economía y Hacienda. Todo arranca del acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros en la sesión celebrada el día 26 de marzo de 2010 (http://www.la-moncloa.es/ConsejodeMinistros/Referencias/_2010/refc20100326.htm). Este acuerdo dice: 

1. Con carácter excepcional, y en virtud del contexto económico expuesto para el año 2009 en la “Actualización del Programa de Estabilidad de España 2009-2013”, con un crecimiento del PIB nacional real inferior a la previsión inicial contenida en el “Informe sobre Posición Cíclica de la Economía Española. 2008”, se acuerda proponer a la Comisión Nacional de Administración Local que se exima de la obligación de presentar los planes económico-financieros de reequilibrio a los que se refiere el artículo 22 del texto refundido de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2007, de 28 de diciembre, a las entidades locales que liquiden sus presupuestos generales del año 2009 con un déficit que, para el conjunto de aquellas, no supere el porcentaje que aquélla acuerde del PIB nacional, a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda. 

2. Dicho déficit deberá computarse en términos de Contabilidad Nacional con arreglo a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria antes citado, y se concretará para cada entidad local en el porcentaje de los respectivos ingresos no financieros consolidados que, con carácter único, establezca la Comisión Nacional de Administración Local, a partir de las liquidaciones de los presupuestos generales de las entidades locales. 

3. El presente acuerdo no supone modificación de los objetivos de estabilidad para el período 2010-2012, aprobados el día 25 de junio y ratificados el día 8 de julio de 2009 por el Pleno del Congreso de los Diputados.
Como se ve, supone límites a la obligación de los entes locales de elaborar planes de reequilibrio por el ejercicio de 2009, eximiendo de la misma a las entidades que hayan liquidado el ejercicio presupuestario con un nivel de déficit no excesivo. La medida 

necesitaba ser concretada en el marco de la Comisión Nacional de Administración Local, donde se determinaría, a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda, el nivel de déficit que dará lugar a dicha exención. 

La concreción se realiza en el documento titulado “Acuerdo de la Subcomisión de régimen económico, financiero y fiscal, de la Comisión Nacional de Administración Local, en relación con la aplicación de la normativa de estabilidad presupuestaria a las liquidaciones de presupuestos de las entidades locales, correspondientes al ejercicio 2009”. El texto del acuerdo adoptado a 7 de abril de 2010 es el siguiente:

1º. En relación con el primer punto del acuerdo, previa propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda, la Subcomisión de Régimen Económico, Financiero y Fiscal, de la Comisión Nacional de Administración Local (CNAL), acuerda fijar en el 0,35% del PIB nacional de 2009 el límite del déficit de las Entidades locales dentro del que éstas no tendrán que preparar, aprobar o someter a aprobación planes económico-financieros de reequilibrio como consecuencia de las liquidaciones de sus presupuestos generales del ejercicio 2009. La medida recogida en el párrafo anterior será de aplicación a todas las Entidades locales. 

2º. Respecto del segundo punto del acuerdo, analizada la información suministrada por el Ministerio de Economía y Hacienda en relación con las liquidaciones de los presupuestos de las Entidades locales, correspondientes al último ejercicio disponible y publicados oficialmente, tal y como se recoge en el Anexo que se acompaña al presente Acuerdo, la Subcomisión de Régimen Económico, Financiero y Fiscal, establece el 5,17 por ciento de los ingresos no financieros consolidados como porcentaje que corresponde a cada entidad local, equivalente al déficit global recogido en el anterior acuerdo. 
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